
 
CONSTANCIA PARA LA SESIÓN PLENARIA DEL SENADO DE LA 

REPÚBLICA DEL 07 DE NOVIEMBRE DE 2023 

Quiero aprovechar esta oportunidad para dejar constancia de un fracaso más de 

este gobierno, ahora, en materia de seguridad con la mal llamada “paz total”. En 

Colombia hemos adoptado la costumbre de normalizar situaciones que, en otros 

lugares del mundo, se rechazarían con contundencia. Pero no ha sido sino hasta la 

subida al poder del Presidente Petro, que se ha aceptado y normalizado el 

sometimiento de la autoridad civil y militar del Estado, a grupos criminales como las 

FARC y el ELN. Ahora se volvió costumbre ver cómo en diferentes sectores del 

territorio nacional los miembros de las disidencias de las FARC se han aprovechado 

de la deliberada ausencia del Estado y del desgobierno del Presidente, para ir a 

ejercer como autoridades e, incluso, inaugurar obras con la participación de las 

comunidades, que parecen precisamente aceptar con normalidad la presencia de 

los grupos armados al margen de la ley. 

Y es que no solo se pavonean por las calles de los municipios que este gobierno 

deja a merced de ellos, sino también, tienen el descaro de, como quedó 

evidenciado, publicar en sus redes sociales, un evento de la apertura de una vía 

construida en el municipio de Policarpa (Nariño), en donde oficiaron como los 

gobernantes de la zona, debido a que por la nefasta política de seguridad del 

gobierno Petro, no se contaba con la presencia de efectivos de la Policía o el Ejército 

Nacional, casi que sustituyendo por la fuerza y con seguridad, a través de 

amenazas, las autoridades locales.  

No es la primera vez que estos criminales se atribuyen las funciones del Estado. El 

pasado 15 de junio, en Tibú (Norte de Santander), alias Andrey, el mismo 

comandante que hace parte de la delegación del grupo insurgente en la mesa de 

negociación que mantiene el Gobierno Nacional, lideró actos en los que se habilitó 

un puente, además de una vía en las veredas de Barrancas y Chiquinquirá. 

Por otro lado, incitan a las comunidades a repudiar la fuerza pública, mediante 

ordenes de escupir a militares como sucedió en zona rural de Argelia, Cauca, en 

donde alias “El Moncho” ordenó a los habitantes del corregimiento El Plateado, 

escupir y provocar a los soldados para generar una asonada que resultara en la 

expulsión del territorio.  

Y no contentos, los terroristas del ELN, como no queriendo quedarse atrás y 

deshonrando los pactos asumidos con el Gobierno Petro para sentarse a negociar 

el fin del conflicto que mantienen con el Estado desde hace décadas, deciden 

secuestrar entre otros compatriotas, a la madre y el padre del jugador de futbol, Luis 

Díaz, para luego liberar a la señora y mantener en cautiverio al señor y exigirle al 

Estado cesar sus legítimas operaciones militares para liberarlo, situación que suena 

tan absurda como sonaría que la lluvia no cae, sino que sube del piso hacia el cielo.  



 
Es evidente y extremadamente claro que este gobierno fracasó también en su 

política de seguridad, una política de seguridad que decidió usar las concesiones 

sin condiciones, el sometimiento pero del Estado a la voluntad criminal de estos 

grupos insurgentes, el debilitamiento de la fuerza pública en beneficio de las 

operaciones delictivas de los terroristas, el boicot a la autoridad militar y así un sin 

número de mecanismos que ante todo, están planteados para entregarle el país a 

las guerrillas, no solo mediante las decisiones institucionales en cabeza del 

gobierno, sino en los territorios, fortaleciendo el actuar y la imagen de estos grupos 

en las comunidades, que siempre, buscan el amparo de quien efectivamente los 

protege. La “paz total” es una sistemática y estratégica concesión del Estado 

a la insurgencia.  

Por lo anterior, solicito al Gobierno Nacional, al Ministro del Interior y al Ministro de 

Defensa, que cumplan con su función, defiendan a la población civil, empoderen y 

legitimen a la fuerza pública frente a los bandidos, ejerzan soberanía en nuestros 

territorios, provean de seguridad a nuestra nación y reduzcan a estos grupos 

criminales, que lo que ofrecen a Colombia es violencia y muerte.  
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